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TRIBUNAL CONSTITUCTONAL

SALA PRIMERA

Excmos .  S res . :

D. Migruel Rodrfguez-Piñero

y Bravo-Ferrer

D. Fernando Garcfa-Món y

GonzáIez-Regueral

D. Carlos de la Vega Benayas

D. Vicente Gimeno Sendra

D. Rafae1 de Mendizábal

Allende

D. Pedro Cruz Vi- l lalón

-1 - -

0 0437660

Núm. de Regis t ro:  5L0/93

ASUNTO: Amparo promovido

don Imano1 Aguilar A1bano.

SOBRE: Sanción Penitenciaria.

En Ia  p ieza separada del  asunto de referencia:$a

SaIa ha acordado dictar eI sj-gulente j  i

i
AUro I

I
r. Ar{rEcEpENrEs I

I
L. EI dfa 23 de febrero de L993, don fmanol agu{far

I

Albano, presentó escrito en solicitud de amparo contra Acubrdo

de la Junta de Regimen y Administración del Centro Penitencia-

rio de Nanclares de Oca de 9 de noviembre de L992, recaldo en

expediente discipl inario L032/92 por el que se imponla Ia san-

ci-ón de dos firnes de semana de aislamiento en celda aI deman-

dante como autor de una falta grave, t ipif icada en e1 art.

109.h del Reglamento Penitenciario, sanción que fue confirmada

por Autos de 24 de dicj-embre de L992 y de 5 de febrero de 1993

deI ,Juzgado de Vigllancia Penitenciarj-a de Bilbao, dictados en

eI expediente 8404/92, 9u€ desestimaron los recursos de alzada

y reforma interpuestos por eI actor.
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Designados Procurador y Abogado de oficio y formu-

lada demanda, en Ia misma se noa dice que en atención a un par-

te manuscrito y sin firrna, Ia Dirección del Centro incoó expe-

diente contra el actor imputándole que aI realizar voluntaria-

ment,e un análisis de orina, intentó divulgar datos falsos con

la intención de menoscabar 1a buena marcha de1 Establecimiento.

Sin práctica de prueba alguna se dictó el acuerdo sancionador

el 9 de noviembre de L992 castigando con dos fines de semana de

aislamiento en cel-da al- solicitante de amparo.

Se alega violación de los

de contradicción y a Ia presunción de

y del derecho a uti l izar los medios de

derechos a la promoción

inocenc ia  (a r t .  24 .L  CE. )

prueba pertinentes.

Se solicita la nulidad del acuerdo sancionador ilit-

pugnado, asf como de las resoluciones judiciales confirmatorii is

del mismo. Y por otrosf, dl amparo del art. 56 de la LOTC. ig.
insta la suspensión de la sanción impuesta. l i

i
2. La Sección Primera, en providencia de 3L ae {ne-

ro de Lgg4, acordó formar la correspondient,e pieza separapa y
t

conceder en ella un plazo común de t,res dfae aI Minist,erio/Fis-

cal y at demandant,e para que dentro del mismo pudieran a/.eSar

cuanto estimaran pertinente en relación con Ia medida carftelar

sol ic i tada. I

3.  El  Minister io Fiscal  muestra au aquiescencia a

la medida de euspensión solicitada porque la ejecución de Ia

sanción impuesta (2 fines de semana en aislamiento) harfa per-

der aI amparo su finalidad, por 1o que estima procedente acce-

der a la suspensión interesada.

4. EI demandante insiste en au solicitud de sug-

pensiónr yd que si se denegare ésta eI actor cumplirfa los

dos fines de aemana de aislamiento en celda, lo que harfa in-

eficaz una posible estimación de la demanda si la suspensión no

se acuerda. Además el éxito de 1a euspensión pedida no ocasiona
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pert,urbación de loe intereses generales ni atañe a derechos

fundamentales o l ibertades públicas de un tercero, lo que hace

innecesario la const,itución de afianzamiento alguno.

I I .  FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Aunque 1a Ley Orgánica de este Tribunal no lo

diga asf , expliciüamenter ro parece discutible que la int,erpoT¡

sición del recurso de amparo, por su propia naturaleza intrfn*

É¡ecar oo obsta a la vigencia, efect,ividad o ejecutoriedad de
las disposiciones generales, actos de la Administ,ración o Qe
cualquier otra institución del Est,ado y sent,enciae, que son 6u

objeto. Es una consecuencia de Ia presunción de legitimidad A$e
alcanza a todas las actuaciones de los poderee públicos y cpn

mayor razón si, como e6 eI caso, ostentan una auténti$ca

Iegitimación democrática. Esta presunción inherente a Ia entira

acLiv idad pr lb l ica ( legis1at, iva,  e jecut iva y judic ia l )  está pfe-

sente y operanLe, aunque implfcita, en la Conetitución y a pas

veces explfcita en el reeto de1 ordenamiento jurfdico.

Ahora bien, como contrapeso de tal presunción rJuee-

tro sist,ema de jueticia constitucional configura la posibi/. idad

de que este Tribunal suspenda 1a ejecución del acto de lós po-

deres públicos por razón de1 cual se reclama el amparo. Desde

una perspectiva procesal aparece como una medida caut,elarr gü€

cumple una funci.ón de equilibrio ent,re el poder y la libertad,

conect,ándose directa e inmediatamente a la garantfa de la efec-

tividad de Ia t,utela judicial que consagra el art. 24 de nues-

tra Const,itución. En efect,o, eI soport,e de Lal nedida consiste

en e1 riesgo o la certeza de que la ejecución ocasionará un

perjuicio que harfa perder al- amparo su finalidad, según dice

el art. 56 de nuestra Ley Orgánica, convirtiendo aef una even-

tual- sentencia favorable en una mera declaración de buenos pro-

pósitos, desprovist,a de eficacia práct,ica. La suspensión pre-

ventiva del acto o disposición objeto del proceso de amparo
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exige una delicada ponderación de los intereses generales y 1os

derechos fundamentales de terceros, cuya perturbación grave o

lesión actúa como lfmite de la medida cautelar y eI interés
particular del demandante en amparo. En tal aspecto es eI po-

t,encial- perjudicado quien ha de justif icarlo. Por ot,ra parte,

eI  anál is is de l -a s i tuación ha de hacerse sin prejuzgar la

cuestión principal, aun cuando sin perderla de vista, con una

mirada al  soslayo.

2. En esta ponderación de intereses, sin olvidp

que en un Estado de Derecho 1as Sentencias claman por ser 
"uf-

plidas, como exigencia fmplicita en la eficacia de la tutela
jud ic ia l  (a r ts .  24 .L  y  1L8 C.E. ) ,  no  resu l ta  menos c la ro  t " ry -

bién que La l ibertad, como valor, inepira la entera concepciQn

ro  y  p r inc ipa l  de  los  p i la res  de l -  s is tema (ar t .  le  C.E.  ) ,  Ep

principio se deepliega en un abanico de manifest,ac

fenoménicas, l ibert,ades concretas configuradas como

fundamentales, con una más intensa protección, entre las cuaL

se encuentra }a l ibertad personal, soporte de lae demae (a

L7.L C.E. ) .  En el  caso present,e,  éI  recurrente está pr ivado

Iibertad, situación que se agravarfa con el plus de cast,i

consist,ente en eI aislamiento en celda durant,e dos fines de s

mana, irrevereible y que no puede ser rest,aurada en eu int,egr

dad y sustancia, ein que una event,ual indemnización de daños

perjuicios pueda tener otra función que la compeneatoria,

Iejos de Ia "rest,it,utio in integrum". Queda asf patente l1a
forzosidad de suspender la ejecutoriedad de la sanción inpug-

nada agravatoria de l-a restricción de derechos del internor yd

que en caso cont,rario el eventual otorgamiento del amparo ha-

brfa perdido su finaLidad práctica.

Por 1o expuesto, La Sala acuerda la suspensión, du-

rant,e La tramitación del presente recurso de amparo, de la eje-

cución del Acuerdo sancionador de dos finee de semana de

aislamiento en celda impuesto al recurrente en el expediente

disciplinario L032/92 por Ia Junta de Regimen y Adrninistración
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del Centro Penit,enciario de Nanclares de Oca y de los Autos deL

Juzgado de Vigi lancj-a Penitenciaria de Bilbao de 24 de diciem-

bre de 1992 y de 5 de febrero de 1993, gü€ confirmaron la reso-

lución indicada. Lo que se pondrán en conocimiento del Organo

Judicial y del Eetablecimiento Penit,enciario.

Madrid, a

noventa y cuatro.

febrero de mil novecientos
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